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RESPUESTAS GUBERNAMENTALES A LAS REIVINDICACIONES 

PRIORIZADAS POR LA DIRIGENCIA DE LA MARCHA CAMPESIN A 
GUATEMALA, 15 DE JUNIO DE 2012 

 
 

INTRODUCCIÓN 
 
El presente documento, entregado a los Testigos de Honor Monseñor Álvaro 
Ramazzini, Señores: Alberto Brunori y Vitalino Similox, sintetiza las respuestas 
que el Gobierno da a las reivindicaciones priorizadas por la dirigencia de la 
marcha campesina.   
 
 
1. TEMA DEUDA AGRARIA. 
 
1.1.  La Deuda Ch’orti’ y el Fideicomiso “proyecto de desarrollo rural para los 

pequeños productores de Zacapa y Chiquimula” – PROZ ACHI 
 

Este fideicomiso venció el 11 de julio de 2011.  
Situación de la Cartera Actual: 

 
De acuerdo al Balance de Cartera emitido por el Banco Fiduciario al 31 de marzo 
de 2012, la situación de la cartera es la siguiente: 

 
·  El 100% de la cartera se encuentra en estado Vencida en cobro 

administrativo , con saldo de capital de Q.4,794,846.24 integrada por 867 
créditos.  
 
 

Calificación 
Técnica  

Total de 
Créditos  % 

Total de 
Saldos de 
Capital Q.  

% 

Recuperables 467 53.86 % 2,419,771.22 50.46 % 
Irrecuperables 399 46.02 % 2,373,875.02 49.50 % 
No Valuados 1 0.22 % 1,200.00 0.04 % 
Totales:  867 100 % 4,794,846.24 100 % 

 
 
Situación en que quedan los usuarios de los créditos al liquidar el Fideicomiso: 
 

·  Desde el punto de vista contable, dichos créditos desaparecen por extinción 
del Fideicomiso y por ser bienes del Estado, el fideicomitente debe dar 
instrucciones a la Comisión Liquidadora para que se registren 
contablemente  en el Fideicomiso Administración de Cartera; de acuerdo a  
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·  lo establecido en su cláusula TERCERA: CAPITAL FIDEICOMETIDO., 
Literal B) Incrementos al Capital fideicometido.  

·  Desde el punto de vista administrativo con el BANRURAL, los créditos 
están registrados contablemente en cuentas de orden en la contabilidad del 
Fideicomiso, consecuentemente, al momento en que se concrete la 
liquidación y extinción del mismo y se cierre la Contabilidad, el registro de 
los créditos desaparecerá y no habrá ningún record crediticio negativo para 
los usuarios. 
 

 
1.2.  Deuda Agraria adquirida por campesinos a trav és de créditos 

otorgados por  medio del Fideicomiso Fondo de Tierr as Acuerdos de 
Paz.  

 
·  Se elaboraron los estudios técnicos de las 96 fincas para calcular ajustes al 

capital adeudado por finca. Esto ha permitido revisar las políticas del fondo, 
afín de que estas respondan a la realidad de cada caso, en términos de la 
capacidad de pago de los beneficiarios. El objetivo central de estas 
medidas es asegurar que el trato de caso por caso sea justo y equitativo. 

·  El ajuste al capital será absorbido por el propio fondo y corresponde al 
reconocimiento de la capacidad de la renta que genera el capital natural 
con que cuenta cada finca (Tierras de cultivo, bosques y fuentes de agua). 
En tanto que los subsidios al capital social, reconocen que el modelo del 
Fondo de Tierras es propiciador de Comunidades Rurales y que estas no 
son generadoras de renta financiera, por lo que requieren de un subsidio 
(Caminos, área de vivienda, parque, iglesias, etc.) Este será el aporte 
directo del Ejecutivo.  

·  Dado que los estudios han permitido identificar las carencias y falencias del 
modelo de acceso a la tierra como tal, las lecciones aprendidas servirán de 
base para erigir nuevas políticas que aseguren el acceso a la tierra de 
forma transparente, en forma justa priorizando al ser humano en su 
entorno, así como la sostenibilidad productiva. 

·  Tomando en consideración que las nuevas políticas de acceso a la tierra 
necesitan la sanción y aprobación de los órganos competentes, no es 
posible en este momento dar a conocer los mecanismos y los montos 
totales a subsidiar. Una vez aprobadas las nuevas políticas y las fuentes 
financieras correspondientes podrá compartirse y socializarse los subsidios 
según el caso. 

·  Se espera que un plazo que no exceda los 60 días, se cuente con los 
mecanismos y las fuentes debidamente identificadas. 

·  El Gobierno de la República reitera que será reducido el 99% de los 
intereses  acumulados, el 100% de los cargos por mora, así como el capital 
en forma significativa;  y  que  hará  todos  los  esfuerzos  para   que  a más  
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tardar al cierre del presente ejercicio fiscal el problema esté totalmente 
resuelto. 

 
 
2. TEMAS RELACIONADOS CON CONFLICTIVIDAD AGRARIA, 

COMPETENCIA  DE LA SECRETARÍA DE ASUNTOS AGRARIOS. 
  
2.1.  Acceso a la tierra para 300 familias en el Va lle del Polochic. 

Derivado del desalojo en marzo del 2011, la CIDH dictó medidas cautelares para 
769 familias (según censo efectuado por COPREDEH y ampliado a 19 familias 
más) en el valle del Polochic hasta encontrar una ruta para la solución definitiva. El 
gobierno  dispondrá de los recursos financieros y del apoyo logístico para ejecutar 
todo el procedimiento de compra  de tierra para la atención de 300 familias en el 
2012 de acuerdo a calendario negociado con los interesados.  Con esto se cumple 
con una de las demandas priorizadas de la marcha campesina. Se  incluyen en 
estas primeras soluciones la atención de las familias de la Finca 8 de agosto del 
ICTA. La disponibilidad inmediata de la tierra para compra es un factor que puede 
atrasar esta meta. 

 
2.2. Solución a los conflictos de tierras de la com unidad Indígena Santa 

María Xalapán, Jalapa 
 

Los conflictos de límites territoriales entre las comunidades de Santa María 
Xalapán, Jalapa,  y sus vecinos son históricos y no se ha logrado una solución 
hasta la presente fecha. El compromiso del Gobierno es encontrar una ruta de 
solución definitiva partiendo de la Cedula Real, que da legalidad a las tierras a 
favor de los comunitarios, para efectuar los estudios históricos, registrales y 
catastrales de las pretensiones de la Comunidad Indígena. 
 
Después de la marcha campesina se han realizado una serie de actividades con 
las autoridades comunitarias y autoridades civiles, logrando la aprobación de la 
ruta de solución. El inicio de la ruta es con la conformación de una comisión 
integrada por miembros de la comunidad y expertos en el tema de estudios 
históricos, legales y registrales para hacer los primeros estudios correspondientes. 
 
Para el mes de octubre del 2012, la comisión tendrá como productos: i) un primer 
estudio sobre el tracto sucesivo catastral y legal del territorio definido en la cedula 
real hasta la fecha; ii) una propuesta de estudios que se deben profundizar y iii) la 
ruta de continuación de este proceso.  
 
Los resultados de los estudios serán dados a conocer a las partes interesadas y 
se definirá con esa base, la ruta a seguir. 
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2.3. Acceso a la tierra para 500 familias de La Sie rra Chinajá, Chisec, Alta 

Verapaz 
 

Existen 14 grupos comunitarios (500 familias) que demandaron la escrituración de 
la tierra a su favor y que se encuentran asentados en el área declarada como zona  
de protección especial de la Sierra de Chinajá, obteniendo en agosto del 2008, la 
carta de entendimiento con CONAP, FONTIERRAS y la SAA.  

 
De acuerdo al análisis efectuado por este gobierno y por la voluntad política 
existente se comprometió que para finales del mes de noviembre del presente año 
se esté culminando con la escrituración; beneficiando a más de 500 familias, en 
una extensión de 204 caballerías aproximadamente. 

 
2.4. Convenios de Permanencia para comunidades ubic adas en la Reserva 

de Biosfera Sierra de Las Minas de la Región del Po lochic  
 

28  comunidades de Panzós y La Tinta, Alta Verapaz y El Estor, Izabal;  según la 
Fundación Defensores de La Naturaleza –FDN- y el Consejo Nacional de Áreas 
Protegidas –CONAP-, se encuentran asentadas en el área protegida de la 
Reserva de Biosfera Sierra de las Minas –RBSM- en la región del Polochic. 

 
Estas comunidades han solicitado que se les legalice y se les de certeza jurídica a 
la tierra que posesionan. La política actual sobre la materia en las áreas 
protegidas ocupadas es la de “Convenios de Permanencia”.  

 
El actual gobierno, a través de la SAA, CONAP y FONTIERRAS están elaborando 
la estrategia de abordaje para resolver la problemática planteada conformando 
una comisión técnico legal. 
 
De las 28 comunidades asentadas en la RBSM, se encuentran 13 con  convenios 
de permanencia firmados con CONAP, por lo que se da seguimiento al 
cumplimiento de los mismos y se desarrollan planes operativos para cada 
comunidad en donde con la institucionalidad agraria se puedan implementar 
proyectos de desarrollo forestales, agropecuarios e hidrobiológicos que aporten al 
desarrollo de la región. 
 
2.5. Los comunitarios de El Regadillo, Quiché prete nden recuperar las 

tierras que según su argumento, históricamente les han pertenecido y 
ahora se encuentran en propiedad privada:  

 
El propietario de la finca entregó en compensación (mozo colono) un área de 6.21 
caballerías; adjudicadas a 96 familias a quienes se les entregó escritura pública e 
inscripción del Registro de la Propiedad. A pesar de ello, aun existe inconformidad  
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y se ha solicitado un estudio histórico, registral y catastral para determinar la 
legalidad de la propiedad del señor Pedro Brol.  

 
La Secretaría de Asuntos Agrarios realizará el estudio histórico, registral y 
catastral y a finales del mes de julio 2012 se presentarán los resultados. 
 
 
3. TEMA RELACIONADO CON MORATORIA PARA MINERÍA E HI DRO-

ELÉCTRICAS 
En ambos casos, el Gobierno de Guatemala no puede dar respuesta positiva a la 
demanda de las organizaciones campesinas.  El Gobierno sin embargo reconoce 
que, tanto para el caso de la minería, como para el caso de las hidroeléctricas, las 
políticas y los instrumentos legales relacionados con estas actividades deben ser 
revisados de forma inmediata. Para ello, y como parte de la política gubernamental 
en materia de desarrollo rural, el Presidente de la República lanzó públicamente el 
Marco General de Política de Promoción de Inversion es Privadas en 
Territorios Rurales  que se constituye, precisamente, en el marco de referencia 
para que estas actividades realmente aporten al Desarrollo Rural Integral de las 
comunidades y, en general, de los territorios rurales.  
 
Dicho marco contiene dentro de los criterios que orientan las inversiones, los 
siguientes: garantizar la sostenibilidad ambiental; la equidad social, que incluye: 
generación de empleo  decente, ingresos fiscales tributarios y no tributarios 
(regalías), beneficios directos a las comunidades y participación patrimonial y/o 
accionaria del Estado; el respeto a la multiculturalidad, mediante el logro de 
mecanismos de participación social de las comunidades, como son las consultas 
establecidas en el Convenio 169, pero recuperando su auténtico espíritu y 
contenido; competitividad para atraer la inversión privada.  
 
Es en este marco de políticas, que el Gobierno revisa la actual ley de minería, a la 
que, próximamente, propondrá, ante el Congreso de la República, los cambios que 
resulten de este análisis. Es decir que el Gobierno no cree conveniente tener una 
moratoria a la minería para ajustar de manera adecuada a los intereses del Estado 
y del país, el uso y explotación de este patrimonio estatal, pero reconoce la 
necesidad de hacer cambios a la misma, en el sentido mencionado.  Dichas 
propuestas de modificación deberán ser del conocimiento y discusión de la 
sociedad civil guatemalteca. 
 
En el caso del uso de los recursos hídricos con fines de generación eléctrica,  es 
necesario aclarar que para el Estado de Guatemala es estratégico continuar con la 
generación eléctrica con fuentes renovables, tal el caso de los recursos hídricos, 
ya que es una necesidad cambiar nuestra matriz energética. Sin embargo el 
gobierno, al igual que en el caso anterior, reconoce los errores que en materia de 
relación comunitaria    se  han  cometido  y para  el  efecto  se  está  trabajando en  
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propuestas novedosas que logren prácticas en esta materia que garanticen el 
cumplimiento de los criterios antes referidos, con el propósito de que la 
hidroelectricidad sea un factor importante para lograr Desarrollo Rural Integral y 
del país en general. En complemento con estas disposiciones el Gobierno,  a 
través del Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales (MARN) ha propuesto 
iniciar el proceso de formulación participativa de la Ley de Aguas, que mandata la 
Constitución Política de Guatemala.  
 
Finalmente, en este punto, el Gobierno insta a las organizaciones campesinas y a 
la   sociedad civil guatemalteca  a mantener una activa participación que posibilite 
una expresión ciudadana que se caracterice por la crítica constructiva ante los 
procesos de formulación e implementación de políticas y leyes que al respecto se 
emitirán.  
 
 
4. TEMA RELACIONADO CON EL RETIRO DE TROPAS MILITAR ES DE 

TERRITORIOS RURALES DONDE HAY CONFLICTIVIDAD SOCIAL  AGRARIA Y/O 
AMBIENTAL. 
 

Los puntos sobresalientes en este tema son: 
  
4.1. El Presidente de la República explicó que los destacamentos militares prestan 

apoyo a las autoridades civiles de gobernación de conformidad con la ley y su 
presencia en ciertos lugares se debe a peticiones expresas de las autoridades 
legalmente constituidas, existiendo un gran número de solicitudes que no se 
atienden. 

 
4.2. El Ministro de Gobernación expuso a las organizaciones participantes en la 

marcha sobre los criterios para la participación del ejército para coadyuvar a la 
seguridad interior de conformidad con el mandato constitucional, señalando 
los límites de cuando la protesta social legítima y pacífica se desborda hacia 
conductas o actos delincuenciales que ponen en peligro el orden público, 
exhortando a las organizaciones al respeto a las fuerzas de seguridad y al 
mantenimiento de la protesta dentro del marco de la ley. 

 
4.3. El Ministro de la Defensa hizo una presentación explicando el mandato del 

Ejército de Guatemala desde la perspectiva constitucional, los acuerdos de 
paz, en particular el Acuerdo sobre el Fortalecimiento del Poder Civil y función 
del Ejército en una Sociedad Democrática y legislación complementaria. 
Presentó una panorámica de las amenazas que enfrenta el país, el despliegue 
territorial de las fuerzas de tierra, mar y aire y los nuevos requerimientos para        
la defensa nacional. Para efectos de la mejor comprensión sobre el tema 
“militarizar” presentó una comparación entre los retos y desafíos de El 
Salvador    y   Guatemala   y    la   cantidad    de    efectivos    que    cada  país   
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      dispone, razón por la cual es necesario ampliar la capacidad y el despliegue 

del Ejército para lo cual se ha previsto la instalación de una Brigada en Petén 
y otra en la región central, específicamente en la reservación militar constituida 
por la Finca La Asunción, comunidad de Ruiz, en el municipio de San Juan 
Sacatepéquez, lugar en donde desde 1977 (35 años) funciona la Escuela 
Politécnica. Señalando además, que aún con la implementación de ambas 
brigadas todavía el Ejército de Guatemala se encontrará por debajo de los 
parámetros establecidos en los Acuerdos de Paz en cuanto a los efectivos que 
la institución debe tener. 

 
Compromisos y aspectos relevantes: 
 
Se estableció el compromiso, como criterio general, de la “no participación del 
Ejército en casos de conflictividad agraria y socio ambiental”. 
 

·  Que en los casos que las autoridades legalmente constituidas lo soliciten, el 
Ejército retirará los destacamentos militares. 

·  Que es muy importante que las demandas legítimas de las organizaciones se 
canalicen por la vía de la protesta social pacífica y se mantengan dentro del 
marco de la ley. 
 

En cuanto a los casos concretos: 
 
·  En Santa María Xalapán  no existe destacamento militar ni se implementó 

estado de excepción alguno. 

·  En el caso de la Comunidad de Campur , Alta Verapaz, no existe en la zona 
conflictividad agraria o ambiental. 

·  En el caso de Los Olivos  en Cobán Alta Verapaz, se retiró el destacamento 
militar. 

·  En cuanto a la Brigada Militar en San Juan Sacatepéquez , el Ministro de la 
Defensa afirmó  que relacionado con el caso de la cementera no se instalaría 
destacamento militar alguno en esa propiedad, dado que el Ejército no le 
compete servir a intereses particulares, sino a intereses nacionales. Que la 
Brigada correspondía su instalación a criterios de seguridad nacional y el lugar 
en que se hace es una reservación militar en una finca adscrita al Ministerio de 
la Defensa Nacional desde hace más de 50 años, que no está situada 
exclusivamente en San Juan Sacatepéquez, sino tiene colindancias con otros 
municipios en donde se han mantenido relaciones cordiales y de cooperación  
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con varias comunidades. En el lugar ya funciona la Escuela Politécnica y se 
cuenta con las instalaciones físicas necesarias para el establecimiento de la 
brigada mencionada. 
 

 
5. SOBRE EL TRATAMIENTO DEL RESTO DE LAS DEMANDAS D E LA 

DIRIGENCIA CAMPESINA, QUE QUEDARON FUERA DE ESTA PR IMERA 
LISTA DE PRIORIDADES. 
 

El gobierno está dispuesto a buscar las soluciones al resto de las demandas del 
liderazgo de la marcha campesina, para lo cual plantea que los aspectos de orden 
estructural se aborden desde la perspectiva de la implementación de la política de 
desarrollo rural integral y de la ley correspondiente, una vez promulgada.  Y que 
los aspectos relacionados con problemas concretos, se aborden directamente por  
la institucionalidad específica que corresponda, a nivel territorial, con los 
directamente interesados, pudiendo contarse con el acompañamiento de las 
organizaciones campesinas. 
 
 
6. CONCLUSIONES 

El gobierno de la República y, particularmente el Presidente Otto Pérez Molina, 
reconoce la legitimidad de la inconformidad que expresan las organizaciones 
campesinas, tanto las que participaron en esta marcha, como otras con las cuales 
se mantienen contactos y relaciones.  Es una realidad indiscutible que las raíces 
de las problemáticas que originan estas inconformidades son de naturaleza 
estructural e histórica y se han venido acumulando y aumentando a lo largo del 
tiempo.  Su solución, por lo tanto, requiere de una visión de largo plazo, pero sin 
dejar de atender los problemas urgentes y dando pasos en la dirección de 
soluciones estratégicas. También se reconoce el marco de legalidad en que se ha 
expresado la protesta campesina. 
 
Producto de lo anterior, el Presidente, personalmente, ha asumido la 
responsabilidad del tratamiento de las respuestas que se le den a este movimiento 
y a otros con reivindicaciones similares, constituyendo como apoyo a su acción 
una Comisión Específica integrada por Adrián Zapata, Comisionado Presidencial 
para el Desarrollo Rural Integral; Miguel Ángel Balcárcel, Asesor Presidencial a 
cargo del Sistema Nacional de Diálogo; Elmer López, Secretario de Asuntos 
Agrarios; Mauricio López Bonilla, Ministro de Gobernación; y Francisco Cuevas, 
Secretario de Comunicación Social.  El Presidente ha estado en todas las 
reuniones que se han realizado con la dirigencia campesina, sin importar el tiempo 
que al respecto se ha tenido que invertir. 
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En las respuestas que hemos dados a las reivindicaciones de los campesinos, ha 
prevalecido nuestra mejor voluntad política de encontrar soluciones viables, pero 
siempre apegadas estrictamente al marco constitucional y legal vigente.  
 
El presente documento, entregado a los Testigos de Honor, señores Monseñor 
Alvaro Ramazzini, Alberto Brunori y Vitalino Similox,  es  la respuesta 
gubernamental que permite superar el abordaje de las reivindicaciones priorizadas 
por los líderes de la marcha campesina.  Acá se señalan los avances sustanciales  
y concretos alcanzados y los procesos ya en marcha que deberán continuar para 
solucionar definitivamente los casos concretos cuya atención se demanda. 
 
Cuantitativamente, la gran mayoría de las demandas ha sido atendida 
satisfactoriamente de manera completa.  En los casos en que no se ha podido 
responder afirmativamente a la totalidad de los contenidos reclamados, se han 
buscado formas alternativas de satisfacer las pretensiones de los campesinos.   
 
El gobierno espera avanzar en la construcción de confianza entre las dirigencias 
campesinas y las autoridades, dándole seguimiento a la relación establecida para 
continuar abordando los problemas concretos y caminar en el sentido de enfrentar 
las causas estructurales que subyacen.  Para el efecto, apoyamos la promulgación  
de la Ley de Desarrollo Rural contenida en la iniciativa 4084, haciéndole las 
adecuaciones necesarias para que, sin perder su esencialidad, tenga viabilidad 
jurídica, política y técnica.  Consideramos que esta ley será un instrumento vital 
para enfrentar las causas estructurales de la problemática rural y agraria y nos 
comprometemos con su debida implementación. 
 
Esperamos, por parte de los liderazgos de la marcha campesina, que manifiesten 
una actitud positiva, de búsqueda de acuerdos, en correspondencia con los 
intereses de sus bases y de nuestra Guatemala. 
�


